SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°15
                                                     RADICACIÓN: 66001220400020160005300


ACCIONANTE:VIRGINIA WISAMAN CARDONA 
NIEGA AMPARO

DERECHO DE PETICIÓN/ No vencimiento del término legal para responder la solicitud/ Retraso imputable a otra dependencia judicial  

“(…) considera esta instancia que en realidad no puede imputarse a la parte accionada el quebrantamiento de la garantía fundamental esbozada por la tutelante, por cuanto es evidente que hubo un retraso por parte del Centro de Servicios Administrativos de esta ciudad para entregar la petición al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas, y a esa particular circunstancia obedece la demora para resolver lo pertinente, mas no a que ese despacho haya incumplido los términos legales para emitir una respuesta de fondo acerca de lo requerido.”

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-043 de 2009.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana VIRGINIA WISAMAN CARDONA contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela por la señora WISAMAN CARDONA se puede concretar así (i) en enero 27 de 2016 elevó derecho de petición ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en el que solicitó la concesión de la prisión domiciliaria a su hijo WILDER SALAZAR WISAMAN, quien se encuentra detenido en la cárcel de esta ciudad en virtud de la condena de 5 años y 7 meses que le fue impuesta por el delito de transporte de estupefacientes; y (ii) hasta el momento no se ha emitido respuesta sobre su requerimiento, pese a que han transcurrido más de 15 días.
Con fundamento en lo anterior considera afectado su derecho de petición, cuyo amparo invoca; y en consecuencia, se le ordene al despacho accionado contestar su solicitud dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo de tutela.
 3.- CONTESTACIÓN

El Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad informó que el derecho de petición al que hace alusión la accionante fue radicado en el Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad en febrero 01 de 2016, y recibido en el despacho a su cargo en marzo 04 de 2016, tal como se observa en la ficha técnica del proceso que anexa.

Indica que previo a resolver de fondo la solicitud de prisión domiciliaria, mediante auto de marzo 09 de 2016 dispuso llevar a cabo visita sociofamiliar para verificar si el penado WILDER SALAZAR WISAMAN cumple con los presupuestos legales y constitucionales para acceder a ese beneficio.

Solicita negar el amparo por cuanto no hay derecho fundamental que proteger.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación al derecho fundamental de petición de la actora; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar el despacho involucrado a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La señora VIRGINIA WISAMAN CARDONA acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental de petición, consistente en que por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad no se ha resuelto la solicitud de prisión domiciliaria elevada por ella a favor de su hijo WILDER SALAZAR WISAMAN desde enero 27 de 2016.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 de la referida norma en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 
En el caso concreto, una vez confrontada la información que aportó la señora WISAMAN CARDONA con la respuesta entregada por el juzgado accionado, e igualmente con la documentación suministrada, se logra concluir que el derecho fundamental de petición no ha sido vulnerado como pasa a explicarse:

Si bien el escrito contentivo de la petición que fue aportado a la demanda de tutela tiene como fecha de elaboración enero 27 de 2016, el mismo no cuenta con ningún recibido, y por parte del Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) se informó que el mismo fue radicado en el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad en febrero 01 de 2014, y remitido al despacho a su cargo en marzo 04 de 2016.

Una vez revisada la ficha técnica del proceso que se anexó por el referido funcionario a la contestación de la acción, se observa que la solicitud sobre la cual versa el amparo se entregó al despacho tutelado en marzo 04 de 2016.
En esas condiciones, desde que el juzgado accionado recibió la petición tan solo han pasado 7 días hábiles de los 15 con los que cuenta para pronunciarse al respecto. Adicionalmente, se demostró que en auto de marzo 09 de 2016 se dispuso la realización de la visita socio-familiar para efectos de resolver lo pertinente. 
Bajo las citadas circunstancias considera esta instancia que en realidad no puede imputarse a la parte accionada el quebrantamiento de la garantía fundamental esbozada por la tutelante, por cuanto es evidente que hubo un retraso por parte del Centro de Servicios Administrativos de esta ciudad para entregar la petición al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas, y a esa particular circunstancia obedece la demora para resolver lo pertinente, mas no a que ese despacho haya incumplido los términos legales para emitir una respuesta de fondo acerca de lo requerido.
Así las cosas, acorde con lo discurrido, no puede concederse la protección del derecho constitucional invocado, y en consecuencia se negará el amparo deprecado.

No obstante que la tutela no puede concederse en los términos solicitados por la parte accionante, es deber del Tribunal intervenir en pro de que una situación como la aquí presentada no vuelva a presentarse, y en tal sentido se dispondrá lo siguiente:

Como es sabido, no en pocas ocasiones esta Sala de Decisión ha hecho llamados de atención al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, por intermedio del juez coordinador; sin embargo, todo indica que no se ha logrado un mejoramiento sustancial y visible con respecto al manejo de la labor interna de esa dependencia, quizá por supuesto por el volumen de trabajo allí existente. Sin embargo, lo que se desprende del asunto que concita la atención de la Sala, es que el cúmulo de trabajo no justifica por sí mismo al menos en principio y aparentemente, la tardanza de la Secretaría en pasar esta clase de escritos que van dirigidos en forma personal y directa al titular de cada uno de los despachos judiciales. Y la pregunta es obligatoria: ¿por qué o para qué debe permanecer un documento de esta naturaleza por tanto tiempo en secretaría, cuando no es el secretario el encargado de darle respuesta sino el juez que vigila la pena?
Lo anterior refuerza el criterio que en diversos escenarios se ha expuesto en el sentido que antes que servir lo que las secretarías comunes han generado es un mayor caos y congestión a la hora de la evacuación oportuna de los trámites procesales; con un agravante mayor, que de ese modo se disipan o dispersan las responsabilidades y al final nadie responde por nada. 

Con base en lo anterior y en las facultades de prevención para evitar la transgresión de derechos fundamentales
, el Tribunal dispondrá oficiar a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, al igual que a la Dirección de Administración Judicial y al juez coordinador de los despachos de ejecución de penas, para que de manera conjunta se analicen las causas de lo que viene sucediendo en perjuicio de las garantías constitucionales de los usuarios del servicio, y se tomen las medidas correctivas a las que haya lugar. De dicha intervención se remitirá informe a esta Corporación. 
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la ciudadana VIRGINIA WISAMAN CARDONA.

SEGUNDO: OFÍCIESE a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, a la Dirección de Administración Judicial, y al juez coordinador de los despachos de ejecución de penas, para los fines indicados en el cuerpo motivo de esta providencia.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. 


� Sentencia T-178/00.


� Sentencia T-615/98.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-500 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero; reiterada en Sentencia SU-624 de agosto 25 de 1999, Exp-T-216801, cuando expresa: “No deben entonces las autoridades administrativas esperar a que los ciudadanos instauren acciones judiciales administrativas para poner en marcha las medidas que hagan efectivos los derechos de las personas; la eficacia de la función administrativa es un claro mandato constitucional (C.P., art. 209), tal y como esta corporación lo ha señalado en repetidas ocasiones, por lo cual deben las autoridades administrativas actuar oficiosamente para mejorar el nivel de vida de la población y remover aquellos obstáculos que impiden al ciudadano el goce de sus derechos (...) es un deber oficioso que no está condicionado a la instauración de una acción administrativa o judicial por los particulares”.
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